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Original: español

CJI/RES. 192 (LXXX-O/12)

FORTALECIMIENTO DEL SISTEMA INTERAMERICANO DE
PROTECCIÓN Y PROMOCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS 

EL COMITÉ JURÍDICO INTERAMERICANO,
CONSIDERANDO que la resolución AG/RES. 2675 (XLI-O/11) solicitó al Comité Jurídico Interamericano “la elaboración, de manera prioritaria, de un estudio sobre formas de fortalecer el Sistema Interamericano de Derechos Humanos”;
TENIENDO PRESENTE el estudio de los relatores doctores Fabián Novak Talavera y João Clemente Baena Soares sobre “Fortalecimiento del sistema interamericano de protección y promoción de los derechos humanos” (CJI/doc.400/12 rev.1),
RESUELVE:
1. 
Agradecer a los relatores doctores Fabián Novak Talavera y João Clemente Baena Soares por su informe.
2. 
Aprobar el “Informe del Comité Jurídico Interamericano: Fortalecimiento del sistema interamericano de protección y promoción de los derechos humanos” (CJI/doc.400/12 rev.3), anexo a la presente resolución.
3. 
Transmitir la presente resolución al Consejo Permanente de la OEA para su debida consideración y envío a la Asamblea General.

La presente resolución fue aprobada por unanimidad en la sesión celebrada el 9 de marzo de 2012, por los siguientes miembros: doctores Carlos Alberto Mata Prates, David P. Stewart, Fernando Gómez Mont Urueta, Jean-Paul Hubert, Miguel Aníbal Pichardo Olivier, Freddy Castillo Castellanos, Fabián Novak Talavera, José Luis Moreno Guerra y Ana Elizabeth Villalta Vizcarra.
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Original: español
INFORME DEL COMITÉ JURÍDICO INTERAMERICANO

FORTALECIMIENTO DEL SISTEMA INTERAMERICANO DE PROTECCIÓN
 Y PROMOCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS


1. Delimitación del Mandato otorgado a los Relatores
La preocupación de la Organización de Estados Americanos por perfeccionar y fortalecer el Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos es de larga data. Así, desde la I Cumbre de las Américas y en las sucesivas Asambleas Generales desarrolladas en este ámbito desde 1996, los Jefes de Estado y de Gobierno de los países miembros de la OEA han señalado la necesidad de reflexionar y mejorar el actual sistema de promoción y protección de los Derechos Humanos en la región. 

En este sentido, y con el propósito de materializar el objetivo planteado en las Cumbres de las Américas y Asambleas Generales de la OEA antes señaladas, la última Asamblea General de la OEA, en su cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2011, aprobó la resolución AG/RES. 2675 (XLI-O/11), en virtud de la cual reconoció la existencia de vacíos y de áreas susceptibles en ser mejoradas así como la necesidad de consolidar mayores avances en el perfeccionamiento de este sistema de protección del ser humano. Así, acordó acciones concretas, entre ellas, la creación de un Grupo de Trabajo Especial en el marco del Consejo Permanente para la consideración de este tema. 
Otra acción adoptada por la Asamblea General fue la de solicitar al Comité Jurídico Interamericano “la elaboración, de manera prioritaria, de un estudio sobre formas de fortalecer el sistema interamericano de derechos humanos” (artículo 3, literal d) de la resolución). 
Es  así que en estricto cumplimiento del mandato otorgado por la Asamblea General, el Comité Jurídico Interamericano, en su 79º período ordinario de sesiones, celebrado en Río de Janeiro, Brasil, decidió designar como relatores para este tema al Dr. Fabián Novak y al Embajador João Clemente Baena Soares.
En dicha sesión también se discutió ampliamente los alcances de este mandato, acordándose que el informe a ser preparado por los relatores debía tener las siguientes características: 
a) El informe debía se amplio, comprendiendo las reformas necesarias para fortalecer las labores de la Comisión y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. En este sentido, el informe debía abordar no solo aspectos sustantivos sino también procesales e incluso presupuestales;

b) El informe debía ser presentado por los relatores a los demás miembros del Comité a inicios del 2012, de forma tal de permitir un intercambio de opiniones suficiente, a efectos de aprobar una versión definitiva en la sesión de marzo de dicho año. Esto en atención al mandato de la Asamblea General que solicita al Comité la elaboración de un informe sobre esta temática “de manera prioritaria”; 

c) Para la elaboración del informe los relatores debían contar con el apoyo de la Secretaría del Comité Jurídico, con el propósito de obtener toda la documentación necesaria, incluyendo los aportes del Grupo de Trabajo de Reflexión sobre el Fortalecimiento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos creado en el seno del Consejo Permanente de la OEA
. Asimismo, los relatores debían analizar y tomar en consideración las contribuciones que sobre el particular elaborasen los Estados, los propios órganos del Sistema así como las diferentes organizaciones de la Sociedad Civil.

Este informe pretende además resaltar las competencias y responsabilidades de cada órgano de la OEA, incluida la propia Asamblea General, con respeto a su autonomía, en el logro del fortalecimiento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos.
2. Comentarios Preliminares

Antes de iniciar la presentación y análisis de las propuestas presentadas por el Comité Jurídico Interamericano, consideramos importante realizar algunas reflexiones iniciales de orden general.
En primer lugar, debemos reiterar que el propósito del presente informe es el fortalecimiento de la Comisión y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y, asimismo, de todo el conjunto normativo y estructural que conforma el Sistema Interamericano de Derechos Humanos. Este fortalecimiento implica trabajar en diversos campos: desde el fortalecimiento de los órganos del sistema hasta el esfuerzo de los propios Estados por consolidar sus sistemas internos de protección del ser humano. Asimismo, implica el compromiso de los órganos del Sistema por brindar un debido proceso, con plenas garantías a las partes involucradas en él, transparencia, previsibilidad y actuación ajustada a los límites que le imponen la Convención Americana de Derechos Humanos, sus Estatutos y Reglamentos, como también que los Estados Americanos cumplan con las obligaciones que le imponen estos mismos instrumentos así como las decisiones dictadas por estos órganos con carácter vinculante. 
Un segundo aspecto de especial relevancia, es la necesidad de alcanzar la universalización del Sistema. Si revisamos la situación actual de ratificaciones de los  tratados multilaterales interamericanos de derechos humanos, observaremos que lamentablemente, algunos de ellos cuentan con un nivel muy bajo de ratificaciones como también que instrumentos básicos y muy antiguos del sistema no han logrado aún la ratificación de todos los países americanos. Así:
  
a) Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José) de 1969: No son partes: Antigua y Barbuda, Bahamas, Belize, Canadá, Guyana, Saint Kitts & Nevis, Santa Lucía, Saint Vicent and the Grenadines, Estados Unidos da América. Trinidad y Tobago (lo denunció): 10 Estados.

b) Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de  Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo de San Salvador) de 1988. No son partes: Bahamas, Barbados, Belize, Canadá, Chile (firmó, no ratificó), Jamaica, Saint Kitts & Nevis, Santa Lucía, Saint Vicent and the Grenadines, Trinidad y Tobago, Estados Unidos de América, Venezuela (firmó, no ratificó): 12 Estados.

c) Protocolo a la Convención Americana sobre Derechos Humanos para abolir la pena de muerte de 1990. No son partes: Antigua y Barbuda, Bahamas, Barbados, Belize, Bolivia, Canadá, Colombia, Dominica, El Salvador, Granada, Guatemala, Guyana, Haití, Jamaica, Perú, Saint Kitts & Nevis, Suriname, Trinidad y Tobago, Estados Unidos de América: 19 Estados.

d) Convención Interamericana para prevenir y sancionar la Tortura de 1985. No son partes: Antigua y Barbuda, Bahamas, Barbados, Belize, Canadá, Dominica, Granada, Guyana, Haití, Honduras, Jamaica, Saint Kitts & Nevis, Saint Lucia, Saint Vincent and the Grenadines, Trinidad y Tobago, Estados Unidos de América: 16 Estados.

e) Convención Interamericana sobre la Desaparición Forzada de Personas de 1994, No son partes: Antigua y Barbuda, Bahamas, Barbados, Belize, Brasil, Canadá, Dominica, República Dominicana, El Salvador, Granada, Guyana, Haití, Jamaica, Nicaragua (firmó, no ratificó), Saint Kitts & Nevis, Saint Lucía, Saint Vincent and the Grenadines, Suriname, Trinidad y Tobago, Estados Unidos de América: 20 Estados.

f) Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará) de 1994. No son partes: Canadá y Estados Unidos de América: 2 Estados.

g) Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra Personas Discapacitadas de 1999. No son partes: Antigua y Barbuda, Bahamas, Barbados, Belize, Canadá, Dominica, Granada, Guyana, Jamaica (firmó, no ratificó), Saint Kitts & Nevis, Saint Lucía, Saint Vincent and the Grenadines, Suriname, Trinidad y Tobago, Estados Unidos de América: 15 Estados.
Se debe reconocer que muchos de los Estados que no son partes de estos convenios ni de la competencia contenciosa de la Corte, mantienen un decidido compromiso con los derechos humanos en la región. Más aún, estos Estados que son partes de la Carta de la OEA y de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, forman también parte del Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos. Sin embargo, para el fortalecimiento del Sistema, este Comité considera fundamental lograr su universalización, no solo a través de una participación mayoritaria de los Estados en los instrumentos interamericanos de protección antes mencionados si no también mediante el reconocimiento de la competencia contenciosa de  la Corte Interamericana de Derechos Humanos por todos los Estados miembros de la OEA. En este sentido, el Comité Jurídico Interamericano invoca a un esfuerzo conjunto de los Estados para aumentar el número de ratificaciones de los instrumentos aludidos anteriormente. 

3.
Propuestas 
A continuación, y luego de revisar toda la información pertinente (doctrinaria y documental), el Comité Jurídico Interamericano presenta un conjunto de propuestas, destinadas todas ellas al fortalecimiento del Sistema de protección del individuo y sus derechos en la región y a dar mayores y mejores garantías para un debido proceso. 
Si bien la mayoría de estas propuestas está referida a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, también existen planteamientos importantes en relación a la Corte y a los propios Estados miembros del Sistema. Lo primero no sólo responde a que el debate al interior de la Organización y en el grupo de trabajo creado para tal efecto, ha mostrado mayor nivel de preocupación por el procedimiento seguido ante este órgano regional de protección del ser humano, sino también a las mayores posibilidades de perfeccionamiento y fortalecimiento detectadas por los relatores en el caso de la CIDH.
En cada caso, se seguirá la misma estructura y metodología para la exposición de las propuestas, es decir, se establecerán las disposiciones o normas que regulan la institución o aspecto que se pretende modificar, luego de ello se señalarán sus principales características, para después referir los problemas que presenta así como las propuestas de modificación (de ser el caso) que se plantean. 
Una precisión importante que desea formular el Comité Jurídico Interamericano, es que las propuestas de reforma que se plantean en este documento al Estatuto o al Reglamento de la CIDH o de la Corte, deben ser entendidas estrictamente como tales, y derivadas del mandato otorgado a este órgano consultivo por la Asamblea General de la OEA. Por tanto, dependerá de los  Estados (en el caso de los Estatutos) o de la CIDH o de la Corte (en el caso de los Reglamentos) que estas propuestas sean acogidas y eventualmente implementadas.
En este sentido, tenemos:

Comisión Interamericana de Derechos Humanos

3.1 
Solución amistosa

La institución de la solución amistosa, destinada a que el Estado denunciado y la víctima o denunciantes alcancen una solución apropiada, pronta y justa al asunto antes de que el caso pase a conocimiento de la Corte, se encuentra regulada en el artículo 48, literal f de la Convención Americana sobre Derechos Humanos así como en el artículo 40, inciso 1 del Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), los que a la letra señalan:
Se pondrá (la Comisión) a disposición de las partes interesadas, a fin de llegar a una solución amistosa del asunto fundada en el respeto a los derechos humanos reconocidos en esta Convención. (El paréntesis es nuestro).
La Comisión se pondrá a disposición de las partes en cualquier etapa del examen de una petición o caso, por iniciativa propia o a solicitud de cualquiera de ellas a fin de llegar a una solución amistosa del asunto fundada en el respeto de los derechos humanos establecidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Declaración Americana y otros instrumentos aplicables.
Por su parte, el Estatuto de la CIDH en su artículo 23, establece que de no llegarse a la solución amistosa, esta redactará en el plazo de 180 días el informe al que se refiere el artículo 50 de la Convención.
De la lectura de estos artículos se desprende que la institución de la solución amistosa consagrada en los instrumentos interamericanos antes referidos, tiene las siguientes características:

a) La iniciativa de solución amistosa puede provenir de la CIDH, de cualquiera de las partes o de ambas conjuntamente, en cualquier etapa de la petición o caso; 

b) La solución tiene como base el consenso de las partes (peticionario, Estado denunciado y CIDH); 

c) La solución alcanzada necesariamente debe respetar los derechos humanos;

d) La solución, una vez publicado el informe de la CIDH que la contiene, tiene carácter vinculante para las partes;

e) La CIDH cumple un rol facilitador en la búsqueda de este consenso (naturaleza conciliatoria de la solución amistosa) pues no solo puede acercar a las partes sino también sugerirles bases para un entendimiento. También cumple un papel fiscalizador, en tanto debe velar de que la solución acordada respete los derechos humanos, cuente con el acuerdo de las víctimas o de sus causahabientes y asimismo haga un seguimiento del cumplimiento del acuerdo (artículos 40, inciso 5 y 48 del Reglamento de la CIDH).
Los Estados de la región han venido planteando un rol más activo de la CIDH en esta materia. En los últimos 10 años, sólo se han producido 79 acuerdos de solución amistosa con el auspicio de la CIDH. En este sentido, en cuanto a las medidas que podrían adoptarse a efectos de mejorar sus resultados e impulsar este mecanismo de conciliación se plantea: 
a) Fortalecer la especialización de la CIDH en este tema a través de la Unidad de Soluciones Amistosas, al igual que existen desde el 2008 los grupos por etapa del proceso de registro, gestión de casos y litigio ante la Corte. De esta manera, se logrará dar un mayor impulso a esta temática.

b) Capacitar a los miembros y asesores de esta Unidad de Soluciones Amistosas en técnicas de negociación y conciliación.

c) Reducir el plazo que la CIDH emplea en la práctica para evaluar y aprobar los acuerdos de solución amistosa a los que arriban las Partes. Este plazo de homologación no debería exceder los seis meses y así podría constar en el estatuto o en el reglamento de la CIDH.

d) Establecer en el Estatuto o en el reglamento la posibilidad de que la CIDH celebre audiencias de seguimiento sobre el cumplimiento de los acuerdos de solución amistosa, al igual de lo que existe a nivel de la Corte Interamericana. Esto permitiría un mayor control y transparencia respecto del acatamiento e implementación de estos acuerdos, garantizándose también una mayor efectividad de los mismos.

e) Elaborar por parte de la CIDH una guía de buenas prácticas en materia de soluciones amistosas a ser brindado a los Estados y a las víctimas a efectos de facilitar su labor conciliatoria.

3.2
Medidas cautelares

Las medidas cautelares a cargo de la CIDH no están contempladas en la Convención Americana sobre Derechos Humanos ni en el Estatuto de la CIDH, pero si en el artículo 25 de su Reglamento.
 Cosa distinta ocurre con las medidas provisionales de la Corte Interamericana de Derechos Humanos que están previstas en la Convención Americana. 
De la lectura de este artículo se desprende que las medidas cautelares que pueden ser dictadas por la CIDH presentan las siguientes características:
a) Las medidas solo pueden ser decretadas en el marco de situaciones de gravedad y urgencia. En este sentido, la CIDH debe tomar en cuenta —además de los elementos ya señalados— el contexto, la inminencia del daño, si se ha denunciado la situación de riesgo ante las autoridades, la identificación individual de los potenciales beneficiarios de la medida y la expresa conformidad de estos cuando la solicitud sea presentada a la CIDH por un tercero; 

b) Pueden ser adoptadas por iniciativa de la propia CIDH o a solicitud de parte;

c) La CIDH está obligada a pedir al Estado información relevante antes de dictar la medida, salvo que la urgencia justifique obviar este paso;

d) El propósito de estas medidas es prevenir daños irreparables a las personas o al objeto del proceso en conexión con una petición o caso pendiente, prevenir daños irreparables a personas que se encuentren bajo la jurisdicción del Estado en forma independiente de cualquier petición, o debido a su vínculo con  una organización o comunidad de personas determinadas o determinables;

e) La CIDH debe evaluar periódicamente la pertinencia de mantener vigentes las medidas adoptadas.
Al respecto, debemos señalar como punto de partida que, si bien —como lo hemos referido— esta facultad de la CIDH no se encuentra contemplada en la Convención ni en el Estatuto, aunque si en el Reglamento y en la práctica de ésta, existe una larga práctica de los Estados de reconocimiento expreso de esta competencia, que confirma su vigencia en el Sistema.  
Asimismo, consideramos importante reconocer y destacar que la CIDH ha hecho esfuerzos en sus informes recientes, para precisar los criterios de aplicación de esta medida, buscando con ello, brindar una mayor transparencia, previsibilidad y seguridad jurídica en su aplicación. Así, en el 2006 precisó los criterios de gravedad y urgencia, así como el del contexto, elementos fundamentales para la aplicación de estas medidas, señalando en cada caso, lo siguiente:
Sobre el concepto de gravedad, este implica tener en cuenta: (a) el tenor de las amenazas recibidas (mensajes orales, escritos, simbólicos etc.) y su materialización contra uno o más miembros de un grupo de personas; (b) los antecedentes de actos de agresión contra personas similarmente situadas; (c) los actos de agresión directa que se hubieren perpetuado contra el posible beneficiario; (d) el incremento en las amenazas que demuestre la necesidad de actuar en forma preventiva; (e) y elementos tales como apología e incitación a la violencia contra una persona o grupo de personas.

Sobre el concepto de urgencia este implica considerar :(a) la existencia de ciclos de amenazas y agresiones que demuestren la necesidad de actuar en forma inmediata; (b) la continuidad y proximidad temporal de las amenazas; (c) la existencia de un “ultimátum” creíble mediante el cual —por ejemplo— se le indique al posible beneficiario que debe abandonar la región donde habita o será víctima de violaciones.

Finalmente, sobre el contexto, estableció que implicaba tener en cuenta: i) la existencia de un conflicto armado, ii) la vigencia de un estado de emergencia, iii) los grados de eficiencia e impunidad en el funcionamiento del sistema judicial, iv) los indicios de discriminación contra grupos vulnerables y v) los controles ejercidos por el Poder Ejecutivo sobre los demás poderes del Estado.

De igual forma, debemos afirmar que se trata de un mecanismo excepcional, que sólo puede ser aplicado cuando se configuran situaciones de gravedad y urgencia. Como dato debemos señalar que entre el 2005 y el 2009, la CIDH lo utilizó en el 10% de los casos, mientras que en el 2010, de las 375 solicitudes de medidas cautelares que recibió la concedió en 68, esto es, en el 18% de los casos.

Lo anteriormente expuesto no niega, sin embargo, que se puedan señalar ciertos planteamientos destinados a la reglamentación de las medidas cautelares. En este sentido se recomienda:
a) Incorporar en el Reglamento de la CIDH el contenido de cada uno de los criterios que dan lugar a la adopción de medidas cautelares, teniendo en cuenta para ello, el desarrollo efectuado por este mismo organismo en sus informes citados anteriormente. Esto con el propósito de afirmar principios tales como transparencia, predictibilidad y seguridad jurídica, que deben guiar la adopción de tales medidas. 

b) Si bien en el artículo 25, inciso 8 del Reglamento de la CIDH se precisa un criterio a tener en cuenta para dejar sin efecto la adopción de esta medida (mas allá de otros incisos de donde pueden desprenderse otros), resulta recomendable señalar expresamente en el Reglamento de la CIDH todas las situaciones que normalmente conllevan al levantamiento de las medidas cautelares, a fin de evitar situaciones que puedan dar lugar al cese o al mantenimiento injustificado de estas medidas. En este punto deben tenerse en cuenta los criterios ya señalados por la CIDH, los mismos que podrían incorporarse expresamente en su Reglamento.

c) Asimismo, cuando la medida cautelar sea adoptada sin haber requerido previamente al Estado información, por existir una situación de urgencia, planteamos se disponga en tal caso que la decisión sea aprobada por una mayoría absoluta o especial de los miembros de la Comisión (artículos 18 y 45 del Reglamento de la CIDH), con el propósito de fortalecer este importante mecanismo de protección de víctimas en situaciones de urgencia. 

d) Recomendar a la Asamblea General la elaboración por los órganos competentes de una guía de buenas prácticas sobre esta materia, que explique en detalle los criterios seguidos por este órgano para su determinación, y las experiencias exitosas de implementación. 

e) De igual forma, resulta recomendable que los Estados intercambien información sobre experiencias exitosas de cumplimiento e implementación de tales medidas.

f) Finalmente, resulta importante el establecimiento de un mecanismo de seguimiento periódico de las medidas cautelares vigentes, con participación del beneficiario, el peticionario y el Estado, con el propósito de coadyuvar a su cumplimiento, como también para determinar la necesidad de su mantenimiento o eventual levantamiento.
3.3
Promoción de los Derechos Humanos

El artículo 106 de la Carta de la OEA y el artículo 41 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos establecen como función principal de la CIDH la de “promover la observancia y la defensa de los Derechos Humanos”. En el mismo sentido, tenemos el artículo 1 del Estatuto y del Reglamento de la CIDH, los que además añaden como función la de “servir como órgano consultivo de la Organización en esta materia”.
De otro lado, el contenido y alcances de esta función se encuentran detallados en particular en el artículo 41 de la Convención Americana y en los artículos 18, 19 y 20 del Estatuto de la CIDH. En estas disposiciones se precisan las funciones que en general la CIDH puede cumplir en atención a su rol promotor de los derechos humanos, así como en relación a los Estados miembros de la OEA y a los Estados parte de la Convención Americana. Entre estas funciones, se precisan: estimular la conciencia de los derechos humanos en los pueblos de América, preparar estudios e informes, elaborar proyectos de protocolos adicionales o de enmienda a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, formular recomendaciones a los Estados para que adopten medidas legislativas o constitucionales a favor de los derechos humanos, atender consultas de Estados y prestarles el asesoramiento que le soliciten en esta materia, entre muchas otras. 
Un primer comentario que debemos formular al respecto está referido a la necesidad de comprender que las actividades de promoción de los derechos humanos y las actividades de protección y defensa de éstos no se contraponen, sino que muy por el contrario, se complementan. Más aún, podemos afirmar que cuando la CIDH desarrolla su labor de protección y defensa de los derechos humanos, también está en nuestro criterio, promocionando el cumplimiento de tales derechos, a través del conocimiento de su contenido y alcances.
Asimismo, debe reconocerse que la CIDH, dentro de sus limitados recursos
, ha venido desarrollando una importante labor de promoción y difusión de estos derechos, bastando para comprobar lo dicho, revisar su informe anual 2010, donde se aprecian las diversas actividades desplegadas, tales como conferencias, seminarios, acciones de capacitación, reuniones con universidades, inauguraciones, actividades de conmemoración, entre otras.
No obstante lo antes señalado y con el propósito de impulsar las labores de promoción de los derechos humanos que la CIDH viene desarrollando, se propone:
a) El establecimiento de un grupo de trabajo al interior de la CIDH encargado del diseño, elaboración, búsqueda de financiamiento y ejecución de proyectos de cooperación y fortalecimiento de los derechos humanos en los países miembros. Estos proyectos deben estar enfocados en la capacitación de funcionarios, miembros de las fuerzas armadas y policiales, magistrados;  la absolución de consultas; etc. 

b) El establecimiento de un mecanismo de diálogo con los Estados miembros del Sistema (por ejemplo, reuniones periódicas con las misiones permanentes acreditadas ante la OEA), a efectos de prevenir futuras violaciones, difundir buenas prácticas, capacitar a los funcionarios estatales, asesorarlos y asistirlos en temas críticos, etc.

c) Elaborar por parte de la CIDH guías para los Estados sobre las mejores prácticas que podrían desarrollarse para la adecuada implementación de las obligaciones internacionales existentes a nivel interamericano en materia de derechos humanos, para su mejor cumplimiento así como para la implementación de sus recomendaciones.

3.4
Financiamiento

De acuerdo al artículo 72 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, los gastos y emolumentos que se deriven del funcionamiento de la CIDH y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, son cubiertos con el presupuesto de la Organización, el mismo que se financia gracias al aporte de los países miembros. Adicionalmente, se han venido presentando contribuciones voluntarias de países miembros y extracontinentales, las mismas que han permitido cubrir otras necesidades de estos órganos de protección.
Sin embargo, el monto asignado a estos dos órganos del Sistema resulta a todas luces insuficiente, atentando contra un adecuado esquema de protección de los derechos humanos en la región. El problema del financiamiento queda no sólo evidenciado cuando se compara el presupuesto del sistema interamericano con otros esquemas de protección como el europeo, sino cuando se verifican falencias en el sistema que responden en gran parte al volumen del presupuesto asignado. Así, mientras que en los últimos años, las denuncias presentadas ante la CIDH se han incrementado (entre el 2000 y el  2010, se presentaron 13, 381 denuncias), lo que se replica a nivel de la Corte Interamericana (entre 1997 y el 2010 este órgano recibió 128 demandas), entre el 2008 y el 2010, el presupuesto asignado a ambos órganos representó sólo el 5% del presupuesto total de la Organización.
Como se sostiene al final del documento, el aumento del presupuesto debe permitir incrementar progresivamente el número de períodos ordinarios de sesiones, hasta llegar a la permanencia de los presidentes y luego de todos los comisionados y jueces en la sede (Washington y Costa Rica, respectivamente), multiplicando la capacidad de la CIDH y de la Corte, para cumplir con las funciones para las que fueron creadas. También debe permitir incrementar el número de abogados adscritos a la Secretaría Ejecutiva de la Comisión y de la Corte. Todo lo cual repercutirá en una mayor y mejor cobertura de protección de los derechos de los individuos en nuestra región. 
En este sentido, y en seguimiento a las reuniones técnicas desarrolladas sobre el particular en Ottawa y San Salvador, resulta necesario:
a) En el corto plazo, establecer un fondo internacional plurianual de contribuciones voluntarias de donantes, para atender las necesidades más urgentes en los próximos cinco años, en cumplimiento de los programas y planes estratégicos de cada órgano del Sistema. Este fondo no debe estar dirigido a temas específicos, que eventualmente puedan responder a legítimos intereses de los donantes, sino que deben estar destinados al fortalecimiento institucional de la CIDH y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

b) En el mediano y largo plazo, establecer un programa de incrementos de las contribuciones anuales de los Estados miembros de la OEA, para efectos específicamente de fortalecer el Sistema de Promoción y Protección de los Derechos Humanos, tornándolo permanente y garantizar su sostenibilidad, debiendo permitir alcanzar los objetivos señalados en el tercer párrafo de este numeral.
Se trata en nuestro concepto de una propuesta realista, pues parte de la dificultad actualmente existente para que los Estados lleguen a un consenso para incrementar de inmediato sus contribuciones anuales, teniendo en cuenta el difícil contexto económico y financiero internacional. Asimismo esta propuesta parte de la poca factibilidad de reordenar el presupuesto actualmente existente, pues ello implicaría recortes en otras áreas o esferas igualmente prioritarias para la Organización.
3.5 
Capítulo IV del Informe Final de la CIDH

En relación a la práctica de la CIDH de incluir en su Informe anual ante la Asamblea General de la OEA un capítulo IV sobre la situación de los derechos humanos en algunos países del sistema interamericano, se han venido formulando ciertas críticas por parte de algunos Estados, fundamentalmente, cuestionando la metodología, los criterios y la objetividad de la Comisión para la inclusión de los países en dicho capítulo, señalando que se trata finalmente de problemas comunes a la región.
Si bien esta práctica se inicia de manera general en su informe anual de 1970, es en el informe de 1975 que la CIDH decide incorporar todo un capítulo dedicado a determinados países, debido a la particular situación de vulnerabilidad de los derechos humanos existente en ellos. Se trata por tanto, de una práctica muy antigua y, que definitivamente ha tenido por objeto llamar la atención de los Estados, a fin de que redoblen esfuerzos, para corregir las situaciones de vulnerabilidad existentes en ellos.
 
Será recién en 1980, que la CIDH  incorporaría esta práctica en el artículo 59, literal h) de su Reglamento, el mismo que fue modificado en el 2000, pero que mantuvo básicamente la misma redacción hasta el vigente Reglamento de 2009. Asimismo, entre 1996 y 1997, y a solicitud de varios Estados, la CIDH establecería un conjunto de criterios objetivos para decidir la inclusión de determinados países en el referido capítulo IV.
 Con lo cual, no sólo se le dio base legal (reglamentaria) a esta práctica, sino que además se la dotó de criterios objetivos y transparentes de aplicación. Más aún, el Estado a ser incluido en el referido capítulo es informado previamente de tal decisión, a efectos de que presente las observaciones que estime pertinentes, las mismas que podrán ser tomadas en cuenta por la CIDH, a la hora de emitir sus conclusiones en el  informe final y público, siendo además costumbre de este organismo incluir la información brindada por el Estado como anexo a su informe final.  
Sin perjuicio de los avances señalados en torno a esta materia,   consideramos que podrían implementarse las siguientes reformas, con el propósito de fortalecer esta medida: 
a) Incluir en el Reglamento de la CIDH los cinco criterios desarrollados por ésta y ya referidos en este punto (véase nota 17),  para que un Estado sea incluido en el capítulo IV, lo que no sólo apunta a brindar mayor seguridad jurídica a los Estados sino también mayores niveles de transparencia y predictibilidad

b) Ampliar el contenido del capítulo IV, de forma tal de que parta de un análisis de la situación general de los derechos humanos en la región (tanto civiles y políticos como económicos, sociales y culturales), sin perjuicio de que luego el informe incida en casos críticos, siguiendo los cinco criterios desarrollados por la CIDH así como los artículos 41 de la Convención Americana y 18 del Estatuto de la CIDH.

c) Ampliar el plazo actualmente existente para responder a los informes preliminares de la CIDH,
 en tanto los Estados suelen normalmente requerir de un nivel de consulta interno complejo y delicado. Así podría establecerse un plazo inicial de 6 meses, prorrogables a seis más.
3.6
Cuestiones de Procedimiento

En materia de procedimiento, son varias las mejoras que podrían ser introducidas:
a) Establecimiento de un plazo breve para la revisión inicial de las peticiones: Actualmente, la evaluación inicial de las denuncias por la CIDH no cuenta con un plazo preestablecido y, en la práctica, tiene una duración excesiva (un  promedio de tres años), existiendo casos que incluso superaron los siete años desde la formalización de la petición ante la Secretaría Ejecutiva hasta su traslado al Estado. Esto no sólo atenta contra el derecho de las víctimas que pueden ver frustrada su reclamación, sino también, vacía de contenido el plazo contemplado en el artículo 46, inciso 1, literal b de la Convención Americana, que exige al peticionante que la petición sea presentada dentro de un plazo de 6 meses. Asimismo, puede tornar ineficaz la respuesta del Estado o inútil el mecanismo de solución amistosa, pues el caso puede llegar a conocimiento del Estado cuando los hechos son irreversibles. En este sentido, consideramos que el Reglamento de la CIDH debe contemplar un plazo y que este debe ser breve; concretamente, desde la recepción de la petición hasta la decisión sobre su eventual tramitación, el plazo no debería ser mayor a 3 meses. 

b) Ampliación del plazo de contestación de las peticiones: La práctica ante la CIDH evidencia que el plazo actualmente asignado para la contestación de las peticiones por parte del Estado (2 meses, según el artículo 30, inciso 3 del Reglamento de la CIDH) es extremadamente corto, dando lugar a que estos constantemente soliciten prórrogas, lo que finalmente alarga aun más el procedimiento. Por tal razón, se sugiere que de acuerdo a la naturaleza y complejidad del caso, la CIDH tenga la potestad de otorgar un plazo inicial mayor para la contestación (4 meses), sin perjuicio de las ampliaciones de plazo que puedan contemplarse. 

c) Regulación del carácter excepcional de la acumulación de la admisibilidad y fondo: En relación a la posibilidad de acumular la etapa de admisibilidad con el fondo del asunto, debe afirmarse que esta debe ser una medida a ser adoptada con carácter excepcional, pues de lo contrario, se desvirtúa el debido proceso. No debe olvidarse que en este estadio del proceso se delimitan los presuntos hechos, los presuntos derechos vulnerados, las presuntas víctimas, es decir, la caracterización general del caso. En este sentido resulta pertinente establecer en el Reglamento los criterios específicos que pueden habilitar a la CIDH a proceder con tal medida, de forma tal de brindar mayor seguridad jurídica, transparencia y previsibilidad a este trámite. Asimismo, la acumulación debe ser obligatoriamente fundamentada y sustentada en la resolución de la CIDH. 

d) Necesidad de considerar otros supuestos para el archivo de la petición: A los dos supuestos de archivamiento de la petición señalados en el inciso 1 del artículo 42 del Reglamento de la CIDH, se deberían sumar otros igualmente importantes, como cuando el peticionario no ha cumplido con agotar los recursos internos a los que se encuentra obligado, si el peticionario no continúa con la causa por tiempo prolongado, o si el caso ha perdido relevancia jurídica. Todo esto sin perjuicio de que el peticionario pueda volver a iniciar el trámite. Ello permitirá a la CIDH ordenar el flujo de sus expedientes en trámite y dedicar su tiempo y limitados recursos a casos realmente vigentes. Si en algunos casos la CIDH considera que la petición no debe ser archivada sino que debe quedar en suspenso hasta que se cumpla el requisito, proponemos que la CIDH informe anualmente de estos casos, a los que no dará trámite, lo cual permitirá a todos, y en particular a los Estados, tener claridad y certeza sobre las causas o peticiones realmente pendientes. 

e) Tramitación prioritaria de casos graves y urgentes: En consonancia con lo propuesto en el tema de las medidas cautelares, se plantea establecer un tratamiento prioritario de aquellas peticiones que por su gravedad y urgencia justifiquen la adopción de esta medida, de tal manera que la CIDH aplique lo previsto por su reglamento en artículos tales como el 30 inciso 4, o el 37 inciso 3. En caso de que las medidas cautelares sean levantadas también deberá cesar el tratamiento preferente del caso de que se trate.

f) Flexibilidad en ciertos plazos de cumplimiento: Es necesario que en determinados casos, el plazo dado al Estado para el seguimiento de las recomendaciones de la CIDH sea mas flexible, como ocurre por ejemplo cuando la recomendación implica la derogación o dación de una ley por parte del Congreso de la República, el procesamiento judicial de los responsables por el Poder Judicial o la coordinación  con diversas entidades regionales o federales, las mismas que gozan de total o de ciertos márgenes de autonomía. En estos casos resulta además de particular relevancia que la CIDH analice el comportamiento del Estado y su apego al principio de buena fe así como las acciones de cumplimiento llevadas a cabo por éste.
Corte Interamericana de Derechos Humanos

Además de las recomendaciones ya señaladas en este informe, en materia de financiamiento, se plantea en relación a la Corte lo siguiente
3.7
Mecanismos para hacer efectivo el seguimiento y cumplimiento de las resoluciones.
En esta materia consideramos de particular relevancia la necesidad de que la Asamblea General de la OEA haga uso efectivo de su competencia de control del cumplimiento de las resoluciones dictadas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. En el caso en que los informes anuales de la Corte señalen situaciones de incumplimiento, la Asamblea debería encomendar al Consejo Permanente de la Organización que haga un seguimiento detenido de los mismos, debiendo informar a la Asamblea, en su próxima reunión, sobre los avances alcanzados en la ejecución de dichas resoluciones. Sin embargo, de verificarse la continuidad del incumplimiento, recomendamos que la Asamblea adopte las medidas que estime pertinentes, dentro del marco señalado por la Carta de la OEA, destinadas a garantizar el cumplimiento de las resoluciones y sentencias de esta Corte.
Esta medida debiera ser complementada con acciones a ser ejecutadas al interior de los países miembros, como puede ser la creación de una Comisión Multisectorial para el cumplimiento de decisiones internacionales —como de hecho ya existe en varios países de la región— que estaría encargada de coordinar con los sectores competentes del Estado a efectos de dar cabal cumplimiento a tales decisiones. 
Otra medida interna, puede ser la previsión en el presupuesto anual del Estado de un fondo destinado al pago de indemnizaciones producto de sentencias de órganos jurisdiccionales internacionales. 
Estas medidas de reforma internacional e internas, podrían contribuir de manera efectiva a facilitar el acatamiento de las medidas decretadas por la Corte, favoreciendo el fortalecimiento y eficacia del Sistema.
3.8 
Funcionamiento permanente de la Corte y de la CIDH 
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CONSEJO PERMANENTE

 

Finalmente, tal como lo señalamos en el punto 3.4 del presente informe, el Comité Jurídico Interamericano considera como un paso fundamental, necesario e ineludible para la consolidación del Sistema Interamericano de Promoción y Protección de los Derechos Humanos, asegurar  en un plazo razonable el funcionamiento permanente de la Corte y de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Creemos firmemente que esta medida no solo permitirá una mayor y mejor protección de los derechos humanos en la región, sino también otras consecuencias positivas, tales como: una mayor dedicación de los integrantes de estos órganos; una mayor celeridad de los procedimientos en beneficio de las presuntas víctimas; una mayor efectividad en las reparaciones; entre otros. Lo anterior pondría a nuestro sistema de promoción y protección de los derechos humanos en condiciones similares a otros sistemas. No obstante, esta importante medida no debe tener un carácter aislado, sino que debe ir acompañada del conjunto de recomendaciones indicadas en el presente informe.
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�.	DEPARTAMENTO DE DERECHO INTERNACIONAL DE LA OEA. Diálogos sobre el fortalecimiento del Sistema Interamericano de Protección y Promoción de los Derechos Humanos. 18 de julio de 2011. Véanse entre otras las Resoluciones 1828 (XXXI-0/01), 1890 (XXXII-0/02), 1925 (XXXIII-0/03), 2030 (XXXIV-0/04), 2075 (XXXV-0/05), 2220 (XXXVI-0/06), 2291 (XXXVII-0/07), 2407 (XXXVIII-0/08), 2521 (XXXIX-0/09), 2605 (XL-0/10) y 2675 (XLI-0/11). 


�.	Para este informe se ha tenido en cuenta, entre otros, el documento: CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Informe del Grupo de Trabajo Especial de Reflexión sobre el funcionamiento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos  para el fortalecimiento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos para la consideración del Consejo Permanente. 13 de diciembre de 2011.


�.	Para este informe se ha tenido en cuenta, entre otros, el documento: CENTRO DE ESTUDIOS DE DERECHO, JUSTICIA Y SOCIEDAD y otros. Organizaciones de sociedad civil de las Américas presentan su posición sobre el informe final elaborado por el Grupo de Trabajo Especial de Reflexión sobre el funcionamiento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos para el fortalecimiento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. Diciembre de 2011.


�.	Información proporcionada por el Departamento de Derecho Internacional de la OEA, al 7 de diciembre de 2011.


�.	Véase CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Grupo de Trabajo Especial de Reflexión sobre el Funcionamiento de la CIDH para el Fortalecimiento del SIDH. Presentación de la Delegación del Uruguay sobre el tema Soluciones Amistosas. 27 de setiembre de 2011. Asimismo, DEPARTAMENTO DE DERECHO INTERNACIONAL DE LA OEA. Opinión sobre la aplicación de los diversos instrumentos jurídicos del sistema interamericano en materia de derechos humanos con relación a ciertos temas específicos. 18 de julio de 2011; MISIÓN PERMANENTE DE MÉXICO. Intervención en el Grupo de Trabajo del Consejo Permanente sobre los desafíos y objetivos de mediano y largo plazo del sistema interamericano de derechos humanos. 12 de setiembre de 2011; CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Exposición de la Delegación de Brasil sobre los temas desafíos y objetivos de mediano y largo plazo de la CIDH y medidas cautelares. 12 de setiembre de 2011; DEPARTAMENTO DE DERECHO INTERNACIONAL DE LA OEA. Resumen de los temas y recomendaciones tratados durante los diálogos sobre el fortalecimiento y el perfeccionamiento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos 2001-2011. 27 de junio de 2011; CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Presentación ante el CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA Federación Interamericana de Abogados (FIA) en la reunión del grupo de trabajo con la Sociedad Civil. 28 de octubre de 2011; CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Propuestas de la Delegación del Uruguay sobre los temas Financiamiento, Medidas Cautelares, Asuntos de Procedimiento en las tramitaciones de los casos y peticiones individuales, Soluciones Amistosas y Criterios para la construcción del capítulo IV del informe anual de la CIDH. 4 de noviembre de 2011; CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Propuestas de la Delegación de Chile sobre los temas funciones de promoción, medidas cautelares, soluciones amistosas, asuntos de procedimiento en la tramitación de los casos y peticiones individuales y financiamiento. 11 de noviembre de 2011. CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Informe del Grupo de trabajo especial sobre el funcionamiento de la CIDH para el fortalecimiento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos  para la consideración del Consejo Permanente. 6 de diciembre de 2011. CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Propuestas de la Delegación del Perú sobre los temas de financiamiento, soluciones amistosas y promoción de los Derechos Humanos: Fortalecimiento de los sistemas jurisdiccionales nacionales. 5 de diciembre de 2011. CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Propuestas de la Delegación de México. 7 de diciembre de 2011. CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Propuestas de la Delegación de Paraguay. 6 de diciembre de 2011. Para este y los demás temas analizados en este informe, resultan particularmente importantes el Plan Estratégico de la CIDH 2011-2015 así como los Lineamientos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 2011-2015.


�.	Véase DEPARTAMENTO DE DERECHO INTERNACIONAL DE LA OEA. Opinión sobre la aplicación de los diversos instrumentos jurídicos del sistema interamericano en materia de derechos humanos con relación a ciertos temas específicos. 18 de julio de 2011. Asimismo, MISIÓN PERMANENTE DE MÉXICO. Intervención en el Grupo de Trabajo del Consejo Permanente sobre los desafíos y objetivos de mediano y largo plazo del sistema interamericano de derechos humanos. 12 de setiembre de 2011; CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Exposición de la Delegación de Brasil sobre los temas desafíos y objetivos de mediano y largo plazo de la CIDH y medidas cautelares. 12 de setiembre de 2011; CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Exposición de la Delegación de Argentina sobre los temas de procedimiento en la  tramitación de los casos y peticiones individuales ante  la CIDH y medidas cautelares. 20 de setiembre de 2011; DEPARTAMENTO DE DERECHO INTERNACIONAL DE LA OEA. Resumen de los temas y recomendaciones tratados durante los diálogos sobre el fortalecimiento y el perfeccionamiento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos 2001-2011. 27 de junio de 2011; CENTRO DE ESTUDIOS DE DERECHO, JUSTICIA Y SOCIEDAD, Y OTROS. Aportes para una agenda integral para el fortalecimiento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. 31 de octubre de 2011; CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Propuestas de la Delegación del Uruguay sobre los temas Financiamiento, Medidas Cautelares, Asuntos de Procedimiento en las tramitaciones de los casos y peticiones individuales, Soluciones Amistosas y Criterios para la construcción del capítulo IV del informe anual de la CIDH. 4 de noviembre de 2011. CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Propuestas de la Delegación de México. 7 de diciembre de 2011. 


�.	También existe una referencia a ellas en el artículo XIII de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas. CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Informe del Grupo de trabajo especial sobre el funcionamiento de la CIDH para el fortalecimiento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos  para la consideración del Consejo Permanente. 6 de diciembre de 2011. CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Presentación de la Secretaría Ejecutiva de la CIDH sobre el tema de medidas cautelares. 2 de diciembre de 2011.


�.	CIDH. Informe sobre la Situación de las Defensoras y Defensores de Derechos Humanos en las Américas. OEA/Ser.L/V/II.124, Doc. 5 rev. 1, 7 de marzo 2006, pár. 244.


�.	Ídem.


�.	Íbid, pár.245.


�.	GONZÁLEZ, Felipe. “Las medidas urgentes en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos”. En: Revista Sur, volúmen 7, número 13, 2010, p.67.


�.	Véase DEPARTAMENTO DE DERECHO INTERNACIONAL DE LA OEA. Opinión sobre la aplicación de los diversos instrumentos jurídicos del sistema interamericano en materia de derechos humanos con relación a ciertos temas específicos. 18 de julio de 2011. Asimismo, MISIÓN PERMANENTE DE MÉXICO. Intervención en el Grupo de Trabajo del Consejo Permanente sobre los desafíos y objetivos de mediano y largo plazo del sistema interamericano de derechos humanos. 12 de setiembre de 2011; CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Exposición de la Delegación de Brasil sobre los temas desafíos y objetivos de mediano y largo plazo de la CIDH y medidas cautelares. 12 de setiembre de 2011; CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Presentación de la Delegación de República Dominicana sobre el tema Promoción de los Derechos Humanos. 5 de octubre de 2011; CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Presentación de la Delegación de Colombia sobre el tema Criterios para la construcción del capítulo IV del informe anual de la CIDH. 5 de octubre de 2011; DEPARTAMENTO DE DERECHO INTERNACIONAL DE LA OEA. Resumen de los temas y recomendaciones tratados durante los diálogos sobre el fortalecimiento y el perfeccionamiento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos 2001-2011. 27 de junio de 2011; CENTRO DE ESTUDIOS DE DERECHO, JUSTICIA Y SOCIEDAD, Y OTROS. Aportes para una agenda integral para el fortalecimiento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. 31 de octubre de 2011. CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Informe del Grupo de trabajo especial sobre el funcionamiento de la CIDH para el fortalecimiento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos  para la consideración del Consejo Permanente. 6 de diciembre de 2011. CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Propuestas de la Delegación del Perú sobre los temas de financiamiento, soluciones amistosas y promoción de los Derechos Humanos: Fortalecimiento de los sistemas jurisdiccionales nacionales. 5 de diciembre de 2011.


� Para el período 2010-2011, la OEA asignó para el área programática de la CIDH y de la Corte tan sólo 10.863,000 dólares americanos.


�.	MISIÓN PERMANENTE DE MÉXICO. Intervención en el Grupo de Trabajo del Consejo Permanente sobre los desafíos y objetivos de mediano y largo plazo del sistema interamericano de derechos humanos. 12 de setiembre de 2011; CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Exposición de la Delegación de Brasil sobre los temas desafíos y objetivos de mediano y largo plazo de la CIDH y medidas cautelares. 12 de setiembre de 2011; CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Exposición de la Delegación de Argentina sobre los temas de procedimiento en la  tramitación de los casos y peticiones individuales ante  la CIDH y medidas cautelares. 20 de setiembre de 2011; GRUPO DE TRABAJO ESPECIAL DE REFLEXIÓN SOBRE EL FUNCIONAMIENTO DE LA CIDH PARA EL FORTALECIMIENTO DEL SIDH. Fortalecimiento financiero del sistema interamericano de derechos humanos. 13 de octubre de 2011; DE LA DEPARTAMENTO DE DERECHO INTERNACIONAL OEA. Resumen de los temas y recomendaciones tratados durante los diálogos sobre el fortalecimiento y el perfeccionamiento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos 2001-2011. 27 de junio de 2011; CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Aspectos señalados por la Delegación del Ecuador en las reuniones del Grupo de Trabajo. 2 de noviembre de 2011; CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Propuestas de la Delegación del Uruguay sobre los temas Financiamiento, Medidas Cautelares, Asuntos de Procedimiento en las tramitaciones de los casos y peticiones individuales, Soluciones Amistosas y Criterios para la construcción del capítulo IV del informe anual de la CIDH. 4 de noviembre de 2011. CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Propuesta de la Delegación de Canadá sobre el tema fortalecimiento financiero del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. 16 de noviembre de 2011. CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Informe del Grupo de trabajo especial sobre el funcionamiento de la CIDH para el fortalecimiento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos  para la consideración del Consejo Permanente. 6 de diciembre de 2011. CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Propuestas de la Delegación del Perú sobre los temas de financiamiento, soluciones amistosas y promoción de los Derechos Humanos: Fortalecimiento de los sistemas jurisdiccionales nacionales. 5 de diciembre de 2011. CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Propuestas de la Delegación de México. 7 de diciembre de 2011. CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Propuestas de la Delegación de Ecuador. 5 de diciembre de 2011. CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Propuestas de la Delegación de Paraguay. 6 de diciembre de 2011. 


�.	CENTRO DE ESTUDIOS DE DERECHO, JUSTICIA Y SOCIEDAD, Y OTROS. Aportes para una agenda integral para el fortalecimiento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. 31 de octubre de 2011; CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Aspectos señalados por la Delegación del Ecuador en las reuniones del Grupo de Trabajo. 2 de noviembre de 2011; CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Propuestas de la Delegación del Uruguay sobre los temas Financiamiento, Medidas Cautelares, Asuntos de Procedimiento en las tramitaciones de los casos y peticiones individuales, Soluciones Amistosas y Criterios para la construcción del capítulo IV del informe anual de la CIDH. 4 de noviembre de 2011. CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Informe del Grupo de trabajo especial sobre el funcionamiento de la CIDH para el fortalecimiento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos  para la consideración del Consejo Permanente. 6 de diciembre de 2011. CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Presentación de la Secretaría Ejecutiva de la CIDH sobre el tema Capítulo IV del Informe anual de la CIDH. 2 de diciembre de 2011. CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Propuestas de la Delegación de la República Bolivariana de Venezuela sobre la construcción del Capítulo IV del informe anual de la CIDH. 5 de diciembre de 2011. CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Propuestas de la Delegación de Ecuador. 5 de diciembre de 2011. 


�.	RODRÍGUEZ-PINZÓN, Diego. “La Comisión Interamericana de Derechos Humanos”. En: Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Universidad Iberoamericana, Academia de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, 2006, pp.177-178. 


�.	Véanse los informes anuales de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de 1996 (14 de marzo de 1997) y 1997 (14 de febrero de 1998): El primer criterio corresponde a aquellos casos de Estados regidos por gobiernos que no han llegado al poder mediante elecciones populares, por el voto secreto, genuino, periódico y libre, según normas internacionalmente aceptadas. La Comisión ha hecho énfasis, en repetidas ocasiones, en la esencialidad de la democracia representativa y de los sistemas constituidos democráticamente para poder lograr el imperio de la ley y el respeto de los derechos humanos. En cuanto a los Estados en los que no se observan los derechos políticos consagrados en la Declaración Americana y la Convención Americana, la Comisión tiene el deber de informar a los demás Estados miembros de la OEA de la situación de las libertades políticas y civiles de sus habitantes. 


El segundo criterio se relaciona con los Estados donde el libre ejercicio de los derechos consignados en la Convención Americana o la Declaración Americana ha sido en efecto suspendido, en su totalidad o en parte, en virtud de la imposición de medidas excepcionales, tales como el estado de emergencia, el estado de sitio, prontas medidas de seguridad y demás.


El tercer criterio, que podría justificar la inclusión en este capítulo de un Estado en particular, tiene aplicación cuando existen pruebas fehacientes de que un Estado comete violaciones masivas y graves de los derechos humanos garantizados en la Convención Americana, la Declaración Americana y demás instrumentos de derechos humanos aplicables. Son motivo de preocupación especial en este caso las violaciones de los derechos que no pueden suspenderse, como las ejecuciones extrajudiciales, la tortura y la desaparición forzada. Por tanto, cuando la Comisión recibe comunicaciones dignas de crédito denunciando tales violaciones por un Estado en particular, violaciones de las que dan testigo o corroboran los informes o conclusiones de otros organismos intergubernamentales y/u organizaciones nacionales e internacionales reputadas de los derechos humanos, considera que tiene el deber moral y legal de llevar tales situaciones al conocimiento de la Organización de sus Estados miembros.


El cuarto criterio se refiere a los Estados que se encuentran en un proceso de transición de cualquiera de las tres situaciones arriba mencionadas.


El quinto criterio se refiere a situaciones coyunturales o estructurales, que estén presentes en Estados que por diversas razones enfrenten situaciones que afecten seria y gravemente el goce y disfrute de los derechos fundamentales, consagrados en la Convención Americana o en la Declaración Americana. Este criterio incluye, por ejemplo: situaciones graves de violencia que dificultan el funcionamiento adecuado del Estado de Derecho; graves crisis institucionales; procesos de reforma institucional con graves incidencias negativas para los derechos humanos; u omisiones graves en la adopción de disposiciones necesarias para hacer efectivos los derechos fundamentales.


�.	Véase el artículo 47 del Reglamento de la CIDH.


�.	Véase CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Exposición de la Delegación de Argentina sobre los temas de procedimiento en la  tramitación de los casos y peticiones individuales ante  la CIDH y medidas cautelares. 20 de setiembre de 2011; GRUPO DE TRABAJO ESPECIAL DE REFLEXIÓN SOBRE EL FORTALECIMIENTO DE LA CIDH PARA EL FORTALECIMIENTO DEL SIDH. Documento Resumen de las posiciones de los Países Miembros. 20 de setiembre de 2011; CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA.  Presentación de la Delegación de Colombia sobre el tema asuntos de procedimiento en la tramitación de los casos y peticiones individuales ante la CIDH. 7 de octubre de 2011; DEPARTAMENTO DE DERECHO INTERNACIONAL OEA. Resumen de los temas y recomendaciones tratados durante los diálogos sobre el fortalecimiento y el perfeccionamiento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos 2001-2011. 27 de junio de 2011. CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Presentación de la Federación Interamericana de Abogados (FIA) en la reunión del grupo de trabajo con la Sociedad Civil. 28 de octubre de 2011; CENTRO DE ESTUDIOS DE DERECHO, JUSTICIA Y SOCIEDAD, Y OTROS. Aportes para una agenda integral para el fortalecimiento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. 31 de octubre de 2011; CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Aspectos señalados por la Delegación del Ecuador en las reuniones del Grupo de Trabajo. 2 de noviembre de 2011; CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Propuestas de la Delegación del Uruguay sobre los temas Financiamiento, Medidas Cautelares, Asuntos de Procedimiento en las tramitaciones de los casos y peticiones individuales, Soluciones Amistosas y Criterios para la construcción del capítulo IV del informe anual de la CIDH. 4 de noviembre de 2011. CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Propuestas de la Delegación de Colombia. 11 de noviembre de 2011. CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Informe del Grupo de trabajo especial sobre el funcionamiento de la CIDH para el fortalecimiento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos  para la consideración del Consejo Permanente. 6 de diciembre de 2011. CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Propuestas de la Delegación de México. 7 de diciembre de 2011. CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA. Propuestas de la Delegación de Paraguay. 6 de diciembre de 2011. 
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